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Asunto: Acción de tutela No. 2022-00460-00. 

 

  Sentencia de Primera Instancia 

 

Fecha:               Noviembre veintiocho (28) de dos mil veintidós (2022) 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 se emite 

sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 
1.- Identificación de la parte accionante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

➢ SONIA PATRICIA LAGOS CARDOZO, identificada con C.C. 51.891.532, quien 

actúa en nombre propio. 

 
2.- Identificación del sujeto o sujetos de quien provenga la amenaza o 

vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 2591/91):  

 
a) La actuación es dirigida por la accionante contra: 

 
➢ ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES. 

➢ ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN 

S.A. 

➢  SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A.  

➢ OLD MUTUAL SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.  

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 
➢ La accionante indica que se trata de los derechos fundamentales al debido 

proceso, seguridad social y vida digna. 

 
4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La parte accionante manifestó que: 

 

➢ Inicio desde el 3 de mayo de 1985 al 2 de abril de 1994 cotizando al régimen de 

prima media (Instituto de Seguro Social), luego de esto ha venido cotizando en 

Régimen de Ahorro individual con las compañías ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. y, 
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por último, con OLD MUTUAL SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A., como 

trabajadora de diferentes empresas, así como trabajadora independiente. 

➢ Solicitó el traslado de régimen pensional ante las entidades hoy accionadas, 

empero la respuesta fue negativa manifestando que las afiliaciones a los fondos 

privados se entendían válidas. 

➢ Afirma que la AFP SKANDIA S.A., dando respuesta a su solicitud de proyección 

de mesada pensional, indica que, al cumplimiento de sus 57 años de edad, la 

suma de mesada pensional sería de $1.583.000, a la edad de 58 años la suma de 

$1.707.000 y a los 59 años de edad la suma de $1.836.000.23, y la misma 

entidad le manifiesta que, en el régimen de Prima Media con Prestación 

Definida, tendría derecho a la suma de $1.740.000. 

 
b) Peticiones:  

 

➢ Se tutelen los derechos deprecados. 

➢ Ordenar a  las accionadas ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. y OLD MUTUAL SKANDIA PENSIONES 

Y CESANTÍAS S.A.,  a efectuar un  estudio  de  fondo  respecto  de  la modalidad 

en la que se le afilió al Régimen de Ahorro Individual proveniente del  Régimen  

de  Prima Media  con  Prestación  Definida, el  cual ocasiona un perjuicio 

irremediable, teniendo en cuenta que la proyección al momento de obtener su 

pensión de vejez no se acerca a la realidad  económica de los aportes efectuados 

al sistema de seguridad social en pensiones. 

➢ Ordenar a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, 

a informar la situación de tiempo modo y lugar en la manera como se autorizó 

su traslado de Régimen, cuando era claro que las entidades involucradas 

faltaron al deber de la información veraz y oportuna respecto de su futuro 

pensional. 

 
5- Informes: (Art. 19 D. 2591/91) 

 
a) La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, en su 

informe manifestó que: 

 

➢ Revisados los sistemas de información se evidencia petición radicada por la 

accionante el 12/02/2020, la cual fue atendida a través del oficio de 

14/02/2022 y en el que se informó sobre la solicitud de traslado o afiliación sin 
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que exista ninguna otra tendiente a solicitar información sobre la autorización 

de traslado de régimen por resolver. 

➢ Resalta que de acuerdo con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 la acción de 

tutela es un mecanismo subsidiario y residual por lo que será improcedente 

cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, razón por la cual, en 

concordancia con el numeral 4º del artículo 2º del Código Procesal del Trabajo, 

toda controversia que se presente  en  el marco del Sistema de Seguridad Social 

entre afiliados, beneficiarios o usuarios, empleadores y entidades 

administradoras deberá ser conocida por la jurisdicción ordinaria laboral. 

➢ De los documentos que obran en la acción de tutela se vislumbra que la 

accionante no ha demostrado la amenaza de un eventual perjuicio irremediable, 

por lo que no sería posible acceder vía tutela a la protección reclamada, además, 

el actor debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos 

para tal fin y no reclamar su pretensión de ser trasladado vía acción de tutela, ya 

que ésta solamente procede ante la inexistencia de otro mecanismo judicial. 

➢ Por lo anterior solicita negar por improcedente la solicitud. 

 

b) La SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A., en su informe manifestó que: 

 

➢ La accionante se afilió a dicha entidad en agosto de 1994, al momento de 

afiliarse el asesor suministró a la accionante toda la información y  asesoría 

completa, necesaria y personalizada respecto a las características,  ventajas  y  

desventajas  del régimen de ahorro individual con solidaridad, a fin de que 

pudiera tomar la decisión que considerara más conveniente y es la misma 

accionante quien acepta tácitamente haber recibido la información necesaria 

para tomar su decisión al imponer su firma en la casilla del formulario de 

afiliación sobre la leyenda en que se hace constar que la misma se realiza  de  

manera libre,  espontánea  y  sin  presiones,  entendiéndose  de  esta  manera 

cumplido a cabalidad el requisito impuesto en el Art. 114 de la Ley 100 de 1993. 

➢ La presente acción es improcedente por falta de inmediatez dado que la 

accionante dejó transcurrir veintiocho (28) años desde que se afilió a para 

ejercer la acción de tutela, así como también, es claro  que  el  actor  cuenta  con 

un instrumento judicial  a  través  del procedimiento laboral ordinario 

preceptuado en la ley, para hacer valer sus pretensiones ante esa jurisdicción, ya 

que la misma acción versa sobre temas relacionados con la seguridad social 

integral y más exactamente con el reconocimiento de un beneficio pensional. 
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➢ Por lo anterior solicita negar o declarar improcedente la presente acción. 

 

c) OLD MUTUAL SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A., en su informe manifestó 

que: 

 

➢ El 22 de febrero de 2005, la accionante suscribió formulario de solicitud de 

vinculación como traslado de la AFP PORVENIR S.A. afiliación que se hizo 

efectiva el 1° de abril de 2005. 

➢ De acuerdo con la Ley, la selección de régimen dentro del Sistema General de 

Pensiones es libre y voluntaria por parte del afiliado, por lo que, al seleccionar el 

Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad la accionante aceptó todas y cada 

una de las condiciones propias de dicho régimen, más aún en el caso que nos 

ocupa, cuando el traslado de la citada señora provino de la Administradora 

PORVENIR S.A. y no de una entidad del Régimen de Prima Media con Prestación 

Definida.   

➢ Es ajena al trámite de traslado de régimen solicitado por la accionante entre el 

ISS y la primera administradora del RAIS en la cual se vinculó, por lo tanto, no es 

competente para anular y/o dejar sin efectos la mencionada afiliación, ya que no 

existe mecanismo alguno que le permita a esta entidad realizar dicha acción.   

➢ De conformidad con lo dispuesto en el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 

1993, modificado por el artículo 2º de la Ley 797 de 2003, el traslado de 

régimen de la accionante no es viable toda vez que se encuentra incursa en la 

prohibición de traslado de régimen por faltarle menos de diez (10) años para 

cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez en el Régimen de Prima 

Media con Prestación Definida, que es a los 57 años de edad para las mujeres. 

➢ Por lo anterior solicita negar el amparo deprecado. 

 

d) La ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN 

S.A., en su informe manifestó que: 

 

➢ La accionante presentó afiliación efectiva con fecha de efectividad desde el 1° de 

septiembre de 1995 como traslado proveniente de la AFP Horizonte (hoy 

Porvenir) y hasta el 31 de julio de 2003, fecha a partir de la cual se trasladó a 

Porvenir.  Estando hoy válidamente afiliada a la AFP OLD MUTUAL tal como se 

observa en el RUAF. 
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➢ En el caso se evidencia una falta de legitimación en la causa por pasiva respecto 

al no existir una conexión de esa entidad con la situación que da origen a la 

controversia suscitada, es decir, no participa realmente de los hechos que dan 

lugar a la acción legal.   

➢ Por lo anterior solicita negar el amparo deprecado a no existir vulneración 

alguna por parte de dicha entidad. 

 
6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración a los derechos implorados por la tutelante por cuenta de las 

entidades accionadas? 

 

8.- Derechos implorados: debido proceso, seguridad social y vida digna. 

 
8.1. –Derecho a la Seguridad Social. 

 
El desarrollo jurisprudencial constitucional ha concebido la seguridad social, como un 

instituto jurídico de naturaleza dual que tiene la condición tanto de derecho 

fundamental1, como de servicio público esencial bajo la dirección, coordinación y 

control del Estado2 Al respecto la Corte Constitucional en sentencia T-144 de 2020, 

indicó: 

 

El derecho fundamental a la seguridad social. El artículo 48 de la Constitución consagra a la 
seguridad social como (i) un “derecho irrenunciable”, que se debe garantizar a todos los 
habitantes del territorio nacional; y (ii) como “servicio público de carácter obligatorio”, que 
se presta bajo la dirección, coordinación y control del Estado, por entidades públicas o 
privadas, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 
términos que establezca la ley. 
 
 31.       De acuerdo con los dispuesto en el artículo 48 de la CP, la jurisprudencia de esta 
Corte ha determinado que el derecho fundamental a la seguridad social se puede definir 
como aquel “conjunto de medidas institucionales tendientes a brindar progresivamente a los 
individuos y sus familias, las garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que 
puedan afectar su capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para 
una subsistencia acorde con la dignidad del ser humano”. Con el objeto de desarrollar esta 
disposición constitucional y materializar este conjunto de medidas, el Congreso expidió la 
Ley 100 de 1993 "Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras 
disposiciones". Este Sistema tiene como finalidad procurar el bienestar y mejoramiento de la 
calidad de vida de los ciudadanos, mediante la protección de las principales contingencias 
que los afectan, a partir de cuatro componentes básicos: (i) el sistema general de 

                                              
1 Corte Constitucional, sentencias T-164 de 2013, T-848 de 2013, SU-769 de 2014 y T-209 de 2015. 
2 Artículo 48 de la Constitución Política de Colombia. 
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pensiones, (ii) el sistema general de salud, (iii) el sistema general de riesgos laborales 
y (iv) los servicios sociales complementarios. 

 

Ahora, respecto a la libertad de elección entre los regímenes pensionales, en reciente 

decisión la Corte Constitucional indicó:  

 

 87.    La jurisprudencia constitucional y el artículo 13 literal e) de la Ley 100 de 1993 
reconocen el derecho que tiene toda persona a elegir libremente el régimen pensional al 
cual quiere pertenecer. Este derecho comprende la facultad que tiene toda persona de optar 
en su primer momento el régimen al cual desea pertenecer, así como de trasladarse de un 
régimen a otro, conforme a los requisitos establecidos por la ley. En ese sentido, la Corte 
Constitucional ha indicado que el ámbito irreductible de protección –núcleo esencial– del 
derecho a elegir libremente se vulnera, cuando se impone o exige la afiliación obligatoria a 
una entidad prestadora de la seguridad social o administradora de fondo de pensiones. 
 
 88.    La libertad de elección presupone conocimiento de los regímenes pensionales, así 
como de las consecuencias que implica la elección. Este conocimiento, a su vez, se rige por el 
principio de la información, el cual vincula al empleador al momento de enganchar al 
trabajador, así como a la administradora de fondos de pensiones, al momento de afiliarse o 
trasladarse.  

 

89.    La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha derivado este principio del 
artículo 13 literal b) de la Ley 100 de 1993 en concordancia con el artículo 3 literal c) de la 
Ley 1328 de 2009 y ha indicado que las administradoras de fondos de pensiones tienen la 
obligación de brindar asesoría seria y concreta, conforme con un análisis o estudio previo de 
la posición, la condición y la situación fáctica del afiliado. Esta información tiene como 
finalidad permitirle a los afiliados o usuarios del sistema pensional a adoptar una decisión 
consciente y realmente libre sobre su futuro pensional, así como las ventajas y desventajas 
de la elección. 
 

8.2.- Derecho al mínimo vital: 

 

En relación con el derecho al mínimo vital, la jurisprudencia lo ha contemplado como un 

presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos 

fundamentales, pero que se constituye en un concepto indeterminado que depende de 

las circunstancias particulares de cada caso particular, al efecto indicó en sentencia T-

157 de 2014: 

 

(…) 
el mínimo vital, considerado éste como aquellos recursos absolutamente imprescindibles 
para solucionar y satisfacer no solamente las necesidades primarias de alimentación y 
vestuario, sino aquellas relacionadas con la salud, educación, vivienda, seguridad social y 
medio ambiente, factores insustituibles para la preservación de calidad de vida. 
 
Bajo esta regla, el mínimo vital es concebido en la jurisprudencia constitucional como un 
concepto indeterminado cuya concreción depende de las circunstancias particulares de cada 
caso.  En este sentido, la vulneración del derecho al mínimo vital puede establecerse 
atendiendo a las consecuencias que para la persona tiene la privación de sus ingresos 
laborales en la situación concreta en que se encuentra. 
 
 Lo anterior conlleva, necesariamente, que el juez constitucional para efectos de otorgar o 
negar el amparo solicitado, en primer lugar, realice una valoración concreta de las 
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necesidades básicas de la persona y su entorno familiar y de los recursos necesarios para 
sufragarlas, y, en segundo lugar, determine si el mínimo vital se encuentra amenazado o 
efectivamente lesionado. 
 

9.-Procedencia de la acción de tutela. 

 
a.-Naturaleza jurídica de la acción de tutela 

 

Cabe recordar que la acción de tutela es un mecanismo judicial preferente y sumario, 

consagrado por el Art. 86 de la Constitución Política de Colombia, cuyo objeto es poder 

lograr el amparo de los derechos constitucionales fundamentales cuando quiera que 

resulten vulnerados o exista amenaza de vulneración, por acción u omisión de las 

autoridades o de los particulares bajo determinadas condiciones. Es además un 

mecanismo subsidiario, en cuanto que sólo resulta procedente cuando se carece de otro 

mecanismo para su protección; no obstante, excepcionalmente, aunque como 

mecanismo transitorio, procede así exista otro instrumento judicial, cuando se trata y es 

posible evitar un perjuicio irremediable, de forma que el no recurrir a ella, tal perjuicio 

se consumaría.3 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto. 

 

En lo referente a legitimación en la causa, se evidencia identidad entre la parte 

convocante y las autoridades comparecientes, de suerte que se tiene por cumplido tal 

requisito. 

 

En relación a los requisitos de inmediatez y subsidiariedad se verificarán en el 

trasegar de la presente decisión. 

 
10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 
 
 
a.- Normas aplicables: Artículo 48 de la Constitución Política. 
 
b.- Caso concreto: Revisadas las pretensiones del demandante y el devenir de la acción 

de tutela encuentra este Despacho que los pedimentos y derechos incoados se 

concretan en el traslado entre regímenes pensionales que se realizó lo cual, a su 

parecer, ocasiona un perjuicio irremediable, por lo cual se expondrá lo siguiente: 

 

                                              
3 Art. 86, ib. Art. 6, Decreto 2591 de 1991. 
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Sea lo primero recordar que la acción de tutela es un mecanismo judicial preferente y 

sumario, consagrado por el Art. 86 de la Constitución Política de Colombia, cuyo objeto 

es poder lograr el amparo de los derechos constitucionales fundamentales cuando 

quiera que resulten vulnerados o exista amenaza de vulneración, por acción u omisión 

de las autoridades o de los particulares bajo determinadas condiciones.  

 

Es además un mecanismo subsidiario, en cuanto que sólo resulta procedente cuando se 

carece de otro mecanismo para su protección; no obstante procede excepcionalmente, 

aunque como mecanismo transitorio, así exista otro instrumento judicial, en cuyo caso 

deberá soportarse que dicho instrumento no es idóneo o eficaz, o cuando se busca 

evitar un perjuicio irremediable, de forma que el no recurrir a la acción de tutela, tal 

perjuicio se consumaría o porque quien acude a la tutela es un sujeto de especial 

protección constitucional.4 

 

Respecto a la excepcionalidad como mecanismo transitorio, no encuentra este Despacho 

que el instrumento judicial previsto por el legislador no sea idóneo o eficaz, como 

tampoco lo fundamenta quien depreca el amparo, ya que, por una parte, si requiere 

información acerca del tiempo, modo, lugar y la manera como COLPENSIONES autorizó 

su traslado de Régimen, no es la acción de tutela el mecanismo idóneo para tal fin, bien 

pudo solicitarlo a través de petición ante la citada entidad, al igual que el primer 

pedimento tendiente a …efectuar un  estudio  de  fondo  respecto  de  la  modalidad  en  la  

que  se  me afilio  al  Régimen  de  ahorro  individual proveniente  del  régimen  de  prima 

media  con  prestación  definida. 

 

Ahora, si lo que se pretende es cuestionar la eficacia del traslado de régimen pensional, 

no es la acción de tutela el mecanismo que previó el legislador para tal fin, como 

tampoco se denota que con esta acción se busque evitar un perjuicio irremediable, que 

requiera el actuar del juez constitucional en aras de evitar la ocurrencia de un dicho 

perjuicio, mientras que el juez natural resuelve el caso. 

  

Frente al particular, la Corte Constitucional, en Sentencia T-494 de 2010, señaló: 

  

“La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado que únicamente se considerará 
que un perjuicio es irremediable cuando, de conformidad con las circunstancias del caso 
particular, sea: (a) cierto e inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o 
especulaciones, sino a una apreciación razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el 

                                              
4 Art. 86, ib. Art. 6, Decreto 2591 de 1991. 
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punto de vista del bien o interés jurídico que lesionaría, y de la importancia de dicho bien o 
interés para el afectado, y (c) de urgente atención, en el sentido de que sea necesaria e 
inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se consuma un daño antijurídico en 
forma irreparable.” 

 

A su vez la Misma Alta Corporación, en Sentencia T-318 de 2017, respecto al perjuicio 

irremediable hizo las siguientes precisiones: 

 
“(…) De acuerdo con la doctrina constitucional pertinente, un perjuicio irremediable se 
configura cuando el peligro que se cierne sobre el derecho fundamental es de tal magnitud 
que afecta con inminencia y de manera grave su subsistencia, requiriendo por tanto de 
medidas impostergables que lo neutralicen. Sobre las características jurídicas del perjuicio 
irremediable la Corte dice en su jurisprudencia lo siguiente: 
  
En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un 
considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, 
tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser 
grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la 
persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer 
lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una 
doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como 
respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de 
protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y 
eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable. 
 

Ante la invocación del amparo constitucional como mecanismo transitorio, ha sido 

reiterativa la jurisprudencia constitucional el que se debe probar que es necesaria para 

evitar el perjuicio, lo que en el asunto que nos ocupa hoy no sucedió y, finalmente, 

tampoco encuentra el Despacho que la accionante sea un sujeto de especial 

protección constitucional, por lo que, dado a que la demandante no demostró: (i) que 

el mecanismo de defensa ordinario no es lo suficientemente idóneo y eficaz para 

garantizar la protección de sus derechos; (ii) que requiere de protección 

constitucional, de manera transitoria en aras de evitar un perjuicio irremediable; y, 

(iii) su condición de sujeto de especial protección constitucional, no habrá lugar a 

considerar la presente como un mecanismo transitorio. 

 

Lo anterior ajustado a lo señalado por la Corte Constitucional en lo referente a que, los 

actores no quedan exonerados en las acciones de tutela, de no probar los hechos 

fundamentos de éstas, tal como lo indicó en sentencias T-153 de 2011 y T-620 de 2017: 

 
No obstante, en virtud del principio de buena fe el actor no queda exonerado de probar los 
hechos , pues “en materia de tutela es deber del juez encontrar probados los hechos dentro de las 
orientaciones del decreto 2591 de 1991 en sus artículos 18 (restablecimiento inmediato si hay 
medio de prueba), 20 (presunción de veracidad si se piden informes y no son rendidos), 21 
(información adicional que pida el juez), 22 ( “El juez, tan pronto llegue al convencimiento 
respecto de la situación litigiosa, podrá proferir fallo, sin necesidad de practicar las pruebas 
solicitadas.” 
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En efecto, la Corte ha sostenido que quien pretende la protección judicial de un derecho 
fundamental debe demostrar los supuestos fácticos en que funda su pretensión, porque quien 
conoce la manera como se presentaron los hechos y sus consecuencias, es quien padece el daño o 
la amenaza de afectación. 
 
Del mismo modo, esta Corporación ha establecido que el amparo es procedente cuando existe 
el hecho cierto, indiscutible y probado de la violación o amenaza del derecho fundamental 
alegado por quien la ejerce. Por consiguiente, el juez no puede conceder la protección 
solicitada simplemente con fundamento en las afirmaciones del demandante. Por 
consiguiente, si los hechos alegados no se prueban de modo claro y convincente, el juez debe 
negar la tutela, pues ésta no tiene justificación. (Subrayado fuera de texto). 

  

Por lo anteriormente esbozado el Despacho no vislumbra actuación alguna que atente 

contra los preceptos constitucionales invocados por la accionante, razón por la cual 

negará el amparo invocado. 

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la 

Ley, 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR la acción de tutela invocada por SONIA PATRICIA LAGOS 

CARDOZO, contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –

COLPENSIONES, la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A., la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. y  OLD MUTUAL SKANDIA PENSIONES Y CESANTÍAS S.A., 

conforme a lo expuesto en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y eficaz 

de acuerdo con lo preceptuado en el Decreto 2591 de 1991. 

 
TERCERO: REMITIR el expediente, de no ser impugnada la presente decisión, a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 
Notifíquese,  

 

 

 

CÉSAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 
AQ. 


